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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el apoderado  de la señora ANDREA JOHANA VERGARA, contra el fallo de tutela proferido el dieciséis (16) de agosto de dos mil seis (2006) por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC- 

2.- DEMANDA 

Prevalido del respectivo poder otorgado por la interna ANDREA JOHANA VERGARA, el Defensor Público que la representa, informó que su representada fue trasladada desde el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Ibagué (Tol.) –Picaleña- a la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas (Rda.), muy a pesar de haberse solicitado por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esa ciudad (en respuesta a derecho de petición elevado por la reclusa) a la Dirección del Inpec y del Centro Carcelario de origen, que la misma no fuera reubicada, debido a que la única persona que la visitaba era su padre, quien carecía de recursos económicos para trasladarse a otra ciudad.

Agrega, que la interna no quería ser trasladada, razón por la cual elevó el derecho de petición anotado, pero además, concluye que su traslado se realizó sin consultar para nada la intención del interno y sin considerar su núcleo familiar. 

Estima el profesional del derecho, que tal actuación es violatoria de los derechos constitucionales fundamentales: de reunión (art. 37), de asociación (38), y, a la familia (arts. 5 y 42). En consecuencia, solicita del Juez Constitucional que se tutele el derecho que tiene la señora ANDREA JOHANA VERGARA al acercamiento familiar, a la unidad familiar, a reunirse con su familia, por medio de la orden al Director del Inpec para que realice las gestiones tendientes a efectuar su traslado a la ciudad de Ibagué (Tol.).
3.- FALLO 

 La señora falladora de primera instancia, previa la respectiva conformación del contradictorio y obtención de la pertinente respuesta por parte de la entidad accionada, tuvo en cuenta que el Régimen Carcelario y Penitenciario está regulado mediante disposiciones que facultan al INPEC para manejar autónomamente los asuntos relacionados con el sistema penitenciario, en especial, fijar el sitio de reclusión de los internos puestos bajo su cuidado, así como disponer los traslados pertinentes.

En esa dirección, era claro el contenido de los artículos 73 y 75 de la Ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, en reglar lo atinente con los movimientos de internos. En el caso concreto, se había suministrado copia de la resolución que disponía el traslado, proferida el once (11) de mayo de 2006
, sustentada en el numeral 5º de la última norma, es decir, por descongestión del centro penitenciario, razón que justificaba la mudanza.
Así las cosas, debidamente fundamentada la decisión en jurisprudencia sobre el punto, tanto de la Corte Constitucional como de la Corte Suprema de Justicia, finiquitó el asunto con un fallo donde no se tutelaron los derechos pregonados como vulnerados.
4.- IMPUGNACIÓN

El Defensor Público, discrepa con el Juzgado fallador, en cuanto afirma que el acto administrativo proferido es legal, ya que si bien es cierto, está autorizado por la ley, en su concepto, es injusto e incluso ilegal, toda vez que no puede pasar por encima de los derechos fundamentales señalados en la Constitución, como la dignidad humana y la unidad familiar, entre otros.
Acude a lo dispuesto en el artículo 1º del Decreto 1542 de 1997, en cuanto señala que para las medidas de descongestión, los traslados se harán preferiblemente dentro de la misma regional a fin de garantizar la inmediación con la autoridad judicial y con la familia.
Señala que los principios del Código Penitenciario y Carcelario, constituyen el marco hermenéutico para la interpretación y aplicación de lo dispuesto en tal codificación. En ese sentido destaca el contenido de su artículo 9º y pregunta si ayuda a la resocialización del interno el estar separado de la familia, la que le brinda protección, le da ánimo y esperanzas para seguir adelante. A su vez, también cita disposiciones de la Declaración de Derechos Humanos y de la Declaración Americana de Derechos, alusivas a las garantías que giran alrededor de la familia. Con tal normatividad como referente, sigue preguntándose por la legalidad del acto que dispuso el traslado de su defendida desconociendo la unidad familiar y si es posible que los servidores desconozcan su protección, porque al producirse estos traslados que no consultan a su núcleo familiar, convierten al recluso en una COSA, lo cual vulnera su calidad de ser humano.
Critica la posición adoptada en el fallo, según la cual fue la misma interna quien con su actitud delictiva rompió la unidad familiar. En ese sentido expresa que si bien existe jurisprudencia que avala tal postura, también se encuentra la que descalifica la cosificación de la persona y vela porque el individuo aún preso, conserve al máximo sus derechos fundamentales, máxime cuando ese derecho no choca o impide el cumplimiento del fin o función de la pena. Cita para el efecto, apartes de la sentencia T596/92 M.P. Ciro Angarita Barón.
En otro acápite del memorial, apunta a cuestionar si el traslado de la señora ANDREA JOHANA contribuyó en algo a mejorar la situación de hacinamiento reportada en el Centro Penitenciario y Carcelario de Picaleña, habida cuenta de su propia experiencia como Defensor Público en la cárcel de esta ciudad, donde constantemente trasladan internos en aras de descongestionarla, pero continúa sobrepoblada. Manifiesta que trató de comunicarse vía telefónica al citado establecimiento, pero sus esfuerzos fueron infructuosos. De todas formas, añade que la decisión de trasladar internos fundada en la discrecionalidad, se torna arbitraria y justificante para deshacerse de presos que no le caen bien a las directivas y es por demás, problema que atañe directamente al Estado y al INPEC y no directamente a los asociados que no tienen por qué sufrir las consecuencias de la incompetencia y la corrupción del Estado. Al padre de ANDREA JOHANA no se le puede privar de ver a su hija cada ocho (8) días por el hecho de no contarse con los centros penitenciarios adecuados y el Estado tener que rotar a sus internos “dizque por descongestión”.  
Solicita por tanto, la revocación de la sentencia impugnada, para que en su defecto se tutele el derecho de su representada a cumplir su condena en un lugar cercano a su familia, de tal manera que se le garantice la unidad familiar.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el apoderado de la señora ANDREA JOHANA contra el fallo proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de esta ciudad, en su rol de Juez Constitucional, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
5.1. Problema jurídico.

De conformidad con lo manifestado en el escrito de impugnación, debe la Sala como Juez Constitucional de segunda instancia, determinar si con el traslado de que fue objeto la interna ANDREA JOHANA VERGARA, se vulneraron derechos fundamentales, en particular, la unidad familiar.

5.2. Solución.

Lo primero que se debe mencionar, es que la señora ANDREA JOHANA VERGARA, por su condición de sentenciada que descuenta la pena que le fuera impuesta por una autoridad judicial, a cargo de la Administración y en uno de sus establecimientos penitenciarios cerrados, se encuentra cubierta por lo que la doctrina especializada ha denominado Relación de Sujeción Especial, que infortunadamente no ha sido desarrollada constitucional o legalmente en nuestro ordenamiento jurídico, como sí ocurre en otras latitudes, por ejemplo, lo dispuesto en el artículo 25.2 de la Constitución Española 
.
Desde esta perspectiva, son por tanto y en cierta manera válidos los interrogantes que formula el impugnante, en cuanto como él mismo lo señala, pueden encontrarse decisiones que aparentemente respaldan sus planteamientos en procura de la garantía del derecho a la unidad familiar de la reclusa, o en el otro extremo, también existen las que avalan la postura adoptada por la señora Juez de primer grado, para denegar el amparo deprecado. Ello sucede así, -se itera- dado que no existe en nuestra legislación, un dispositivo que permita determinar con meridiana claridad las posibles restricciones a los derechos fundamentales de los reclusos, límite imprescindible en un Estado Social de Derecho como el nuestro, en aras de fijar las reglas que cobijen a las personas que por una u otra razón sufren la imposición de una pena.  

No obstante la ausencia de regulación expresa en la materia, nuestra jurisprudencia constitucional ha emprendido la labor de llenar esos vacíos, y lo ha hecho, precisamente, bajo el mismo criterio contenido en el dispositivo 25.2 de la CE; así se observa claramente en la sentencia T-424/92:

El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria […] aun cuando no existe norma expresa, que resuma los derechos de los condenados a pena de prisión en cumplimiento de una orden judicial, lo cual no implica el desconocimiento de estos, el Régimen Penitenciario, en aras de obtener los fines de la pena y la efectividad de los derechos de las otras personas, debe contener normas que disminuyen el ejercicio de ciertos derechos. (subrayado fuera del texto).
Y en la sentencia T-705/96 matiza el rigor de esa concepción en los siguientes términos:

Si bien la condición de recluso implica una restricción de los derechos fundamentales, ello no significa que las autoridades penitenciarias puedan disponer a su arbitrio de los mismos, pues la limitación de estos derechos debe ser la estrictamente necesaria para lograr la resocialización de los internos y la conservación de la seguridad, el orden y la disciplina dentro de las cárceles. Las autoridades administrativas deben atender a los principios de razonabilidad y proporcionalidad so pena de incurrir en arbitrariedad. (negrillas ausentes en el original).
En ese orden de ideas, no sólo los derechos fundamentales de los reclusos, sino también los de su núcleo familiar, han sido tema que ha inquietado a nuestro máximo intérprete constitucional, al punto que son notorias las decisiones que respecto del Sistema Carcelario ha adoptado, entre ellas, aquélla que declaró un estado de cosas inconstitucional  en las cárceles del país, que incluso motivó la orden al Gobierno Nacional para que dentro de un determinado lapso solucionara la caótica situación encontrada.
En concreto, lo relacionado con el hacinamiento carcelario, ha sido parámetro que ha servido para diagnosticar fenómenos que giran en torno suyo y que de alguna manera han hecho la situación del interno y de sus allegados, más difícil, lo cual a su vez, generó la correspondiente respuesta del máximo juez constitucional con miras a impartir las órdenes pertinentes para que las anomalías fueran subsanadas. Nótese entonces, el siguiente planteamiento, extractado de la sentencia T-848 del 16-08-2005, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, donde al referirse a las degradantes requisas practicadas para ingresar a los establecimientos carcelarios, también se dijo: 
3.6. Ahora bien, la grave situación de hacinamiento que se vive en las cárceles colombianas, que en el pasado llevó a que se declarara un ‘estado de cosas inconstitucional’, pone en riesgo los derechos fundamentales de los internos y de quienes los visitan. Concretamente, en la sentencia T-153 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz) se consideró que “(…) tanto el derecho a la dignidad como el de no recibir tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes se ven quebrantados por el hacinamiento y las malas condiciones de la estructura física y de servicios públicos que se encuentra en los centros de reclusión; los derechos a la vida y la integridad física son vulnerados o amenazados de manera inminente por el mismo hacinamiento, por la mixtura de todas las categorías de reclusos y por la carencia de los efectivos de guardia requeridos; el derecho a la familia es quebrantado por la sobrepoblación carcelaria y las deficiencias administrativas, condiciones éstas que implican que los visitantes de los reclusos han de soportar prolongadas esperas, bajo las inclemencias del clima, para poder ingresar al centro, y que dificultan en grado extremo las visitas conyugales y familiares; (…)” Cuando el Estado permite que un centro de reclusión tenga problemas de hacinamiento, permite a su vez que el número de visitantes se incremente de forma exponencial, pues cada recluso tiene derecho a que lo visiten varias personas, con los riesgos que ello representa para los derechos fundamentales de los internos y de los visitantes, y para la salvaguarda de la seguridad del establecimiento.
Lo hasta ahora decantado, lleva a que en torno del caso de la señora VERGARA, se conforme un círculo vicioso, como pasa a explicarse: De un lado, se tiene que es la misma Corte Constitucional la que ha determinado que es atentatorio de la dignidad de los presos, que estén internos en condiciones de hacinamiento, el cual como se vio, afecta también a sus allegados. Del otro, que con la finalidad de darle a la reclusa unas condiciones diferentes, lejos de una condición de hacinamiento, al trasladarla a otra cárcel, ahora se pregona que se ha configurado una vulneración de los derechos de ella y de su padre, atinentes con la unidad familiar, a la cual ambos tienen derecho. En esas condiciones, tanto una como la otra situación aparentemente son vulnerantes de las garantías constitucionales de la interna. Lo procedente entonces, es analizar cuál de las dos, es la que debe imponerse.

No le queda duda a la Sala, que a pesar de la situación de alejamiento de su ser querido que deben soportar por igual la interna y su progenitor, sus condiciones de vida se aprecian mejores en el Centro de Reclusión de Mujeres de Dosquebradas, donde actualmente se encuentra, dado que es ante todo, un establecimiento destinado especialmente al tratamiento carcelario de personas de su mismo género -recuérdese que de conformidad con la respuesta suministrada por el Inpec, “… el establecimiento penitenciario y carcelario de Ibagué, es un centro de reclusión para hombres y las mujeres se albergan en un patio, que es demasiado pequeño para el número de internas que allí se encuentran”-. Nótese que no hubo objeción a lo allí manifestado respecto a la sobrepoblación carcelaria, del orden de 2260, cuando en realidad tiene una capacidad para 1720 internos
. Frente a ello, se tiene que la Reclusión de Mujeres, puede albergar 237 internas y que en la actualidad sólo la ocupan 139, pero además, tiene toda la infraestructura de apoyo, propia de una cárcel de mujeres, lo cual necesariamente debe redundar en el proceso de resocialización que ha emprendido la interna.
Suficientemente ha quedado decantada la facultad entregada a la Dirección del INPEC para trasladar a sus internos. En el presente evento, no se encuentra la arbitrariedad a la cual hace referencia el impugnante, toda vez que hay un adecuado sustento del traslado efectuado, pedido por quien estaba legalmente habilitado para ello, es decir, el Director de la cárcel de origen, por una razón consagrada en la Ley, relacionada con el hacinamiento que se evidencia en la cárcel de la capital Tolimense. Por demás, no se observa un interés por perjudicar a la reclusa, habida cuenta de haber sido ubicada en un centro de reclusión localizado también en una ciudad capital, con excelentes posibilidades de comunicación vial con varias regiones del país, incluida por supuesto la ciudad de Ibagué, con unas condiciones climáticas similares a las de su ciudad de procedencia.

Si bien es cierto, se hace referencia en el escrito de impugnación a la posibilidad de utilizar los traslados, como manera de deshacerse de las personas que no se desean en determinado centro de reclusión, no fue circunstancia específicamente argumentada en el presente evento, como quiera que únicamente aparece como alusión genérica sin ningún sustrato probatorio en el trámite adelantado y de la que, por demás, tampoco se presentó debate alguno en la primera instancia.

Finalmente, debe manifestar la Sala, que desearía que la situación de la señora ANDREA JOHANA fuera diferente y  pudiera estar más cerca de su señor padre, pero como se esbozó en precedencia, son notablemente superiores las condiciones de vida digna que se le pueden ofrecer en el establecimiento donde actualmente se encuentra, factor que aunado a lo plasmado con tino en la decisión confutada, hace imperativa su confirmación.       
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. folio 21 C.O.


� El texto del art. 25.2 CE. es el siguiente: “Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviese cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 








� Cfr. Fl. 14 C.O.
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